TUTELA DE 1ª INSTANCIA

RADICACIÓN 66001 22 04 003 2019 00094
ACCIONANTE: JOSE FARDYN MINA VALENCIA   
ACCIONADO: FISCALIAAS 15 Y 29 SECCINALES DE PEREIRA 
ASUNTO: NEGAR POR SUBSIDIARIEDAD

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / PROCESO EN CURSO / NO PUEDE EL JUEZ CONSTITUCIONAL INMISCUIRSE EN SU TRÁMITE / DESNATURALIZARÍA LA FILOSOFÍA DE LA ACCIÓN DE TUTELA.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  Por ello, se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado...
La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable…
En relación con el requisito de inmediatez, la Corte ha manifestado que -por regla general- la acción de tutela debe ser instaurada oportunamente y dentro de un plazo razonable. (…)

Aunado a lo anterior y con el fin de evitar el abuso del mecanismo constitucional de amparo, el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 38 contempló la figura de la actuación temeraria, que se da cuando una persona por desconocimiento o por una aptitud caprichosa presenta ante distintos jueces, al tiempo o en momentos diferentes, acción constitucional en la cual se observa una identidad de partes, de pretensiones y de hechos…
… la Sala de Casación Penal dentro de la acción de tutela bajo el radicado No. 79314 de mayo 6 de 2015 reiteró que  el juez ante el cual se solicita el amparo no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso.  Al respecto, señaló: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración”.
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1. ASUNTO A DECIDIR
 



Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el señor José Fardyn Mina Valencia en contra de la Fiscalías 15 Seccional y 29 Especializada Seccionales de Pereira por considerar vulnerado el derecho fundamental al debido proceso de su mandante. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

 

2.1.  Del extenso y confuso escrito introductorio de la demanda, se advierte que el señor José Fardyn Mina Valencia no está de acuerdo con las decisiones que han tomado la Fiscalías 15 Seccional y 29 Especializada de Extinción del Derecho de Dominio con respecto a las solicitudes que ha elevado para la entrega de su vehículo y para ello expone lo siguiente:
·  Celebró un preacuerdo con la Fiscalía 15 Seccional de Pereira dentro del proceso radicado al No.66001600035201400280, el cual fue avalado por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Conocimiento de esta capital, en el que no quedó vinculado ningún bien con fines de comiso.  Sin embargo, la Fiscalía insiste en decomisar su vehículo, pese a que hay una sentencia en firme y que no hay una orden judicial en ese sentido. 
· En la actualidad el vehículo de su propiedad que le fue incautado de marca Chevrolet Aveo de placa DBM235 de Bogotá, está pignorado a nombre del Banco Davivienda, lo que significa que fue obtenido lícitamente. Por lo tanto, ha solicitado la entrega inmediata de dicho rodante, toda vez que se lo debe devolver a dicha entidad bancaria, la cual en momento alguno ha sido informada por la Fiscalía respecto a la suspensión del poder adquisitivo del automotor, errores estos que vulneran su derecho fundamental al debido proceso.
· Señaló que el artículo 85 del C.P.P. es claro en señalar que las medidas cautelares se cumplirán en forma inmediata, luego de haber sido decretadas y se notifican a la parte que afectan, una vez cumplidas.

· El Juzgado 6º Penal del Circuito le informó al actor que en su contra se estaba adelantando un proceso de extinción de dominio y que se encuentra en la fase inicial, dicha respuesta fue recibida en el año 2015 y hasta la fecha no ha sido notificado de ese caso.

· Señaló apartes de la Sentencia C-591 de 2014 de la Corte Constitucional  en lo referente a que no se puede confundir la devolución de bienes que han sido objeto de incautación y ocupación con fines de comiso, actuación que por consiguiente se refiere a bienes o recursos que han sido afectados con una medida cautelar, con otras actuaciones que permiten al fiscal la devolución de elemento aprehendidos en ejercicio de la potestad constitucional de la FGN de asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia cuando la misma recae sobre elementos que presentan cierto valor comercial.  Lo anterior, para concluir que como el elemento implicado no fue objeto de comiso, el Fiscal puede disponer directamente sobre su entrega al propietario, previa acreditación de tal calidad, pero en su caso, dejó indefinida la entrega del rodante aduciendo que se había adelantado en su contra el proceso radicado bajo el No.6600160000201400015 por la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, al haber sido capturado el 20 de enero de 2014 cuando se halló en el vehículo que conducía sustancia estupefaciente en cantidad de 784.790 de marihuana, siendo condenado a 112 meses de prisión, sin que se adoptara decisión alguna frente a su vehículo.  
· Hizo alusión a una respuesta emitida por el abogado James Ariel Velásquez Cárdenas una acción de tutela instaurada por el señor Mina Valencia (que conoció esta  Sala).

· Mencionó que consultó en la página del RUNT para verificar el estado actual de su vehículo y encontró que al mismo se le hizo revisión técnico mecánica por parte de RTM de la terminal de transporte de Girardot S.A., se le compró el seguro obligatorio expedido por la aseguradora Mapfre Seguros el 19/06/2018 y que el mismo se encuentra rodando por las carreteras de Colombia cuando la Fiscalía aduce que el vehículo está en la etapa de extinción del derecho de dominio y sin pronunciarse sobre la medida cautelar que se hizo sobre el rodante, sin una orden de comiso por parte del juez competente, lo que consideró una flagrante vulneración a su derecho fundamental al debido proceso y en tal sentido, solicitó la entrega de su vehículo para poder llegar a una conciliación frente a la deuda que tiene del mismo con Davivienda. 
· Anotó que se trata de una entrega indefinida de su vehículo y que como lo reportó el fiscal del caso “las diligencias se encuentran en archivo provisional ante la falta de individualización e identificación del sujeto activo de la conducta, sin que hay (sic) adoptado una determinación definitiva sobre la indagación, ni tampoco se advierta una decisión sobre el restablecimiento de derechos”.  Lo anterior, para decir que aun cuando se aprobó el preacuerdo no se ordenó la entrega de su vehículo, lo que afecta sus derechos y por lo tanto, solicita la entrega definitiva del mismo, máxime que la Fiscalía no ha motivado su decisión de no devolver las cosas en el estado que se encontraban.
· El accionante en un acápite que llamó “TESIS” trajo a colación, al parecer, aparte de una acción de tutela de la que se desprende hace referencia a la devolución de bienes que han sido incautados a quien tenga derecho de recibirlos.

2.2. La presente acción de tutela había sido repartida al Juzgado 4º Penal del Circuito de Popayán, Cauca, despacho que el 11 de junio de 2019 dispuso remitirla por competencia a la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Popayán (Fl. 34).  Una vez fue recibida la demanda de tutela en el despacho de la Magistrada María Consuelo Córdoba Muñoz, decidió mediante auto del 13 de junio de 2019 remitirla para su reparto al superior funcional de los accionados, es decir, a sus homólogos en la ciudad de Pereira (Fls. 39 y 40)
2.3. Mediante auto del 18 de julio de 2019, se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo, se ordenó correr traslado de la misma a los despachos accionados y se vinculó al Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira (Fl. 46). 

2.4.  Como el señor José Fardyn Mina Valencia había promovido otra acción de tutela en contra de la Fiscalía 15 Seccional de Pereira, la cual fue fallada en primera instancia por esta Sala con ponencia del Magistrado Manuel Yarzagaray Bandera, se obtuvo una copia por medio de la Secretaría de esta Corporación y fue allegada al expediente con el fin de establecer si se presentó el fenómeno jurídico de la temeridad por parte del accionante (Fls. 51-55).

3.  RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1.  FISCALIA 15 SECCIONAL DE PEREIRA

Explicó que como se lo ha hecho saber en varias oportunidades al accionante, esa Fiscalía adelantó en su contra el caso bajo el NUNC 660016000000201400015 por la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, siendo capturado el 20 de enero de 2014 en la vía Andalucía “Y” de Cerritos de Pereira, en procedimiento efectuado funcionarios de la Policía Nacional, luego de hallar en el vehículo Chevrolet, color azul, modelo 2009, de placa DBM-235 por él conducido, sustancia estupefaciente concretamente marihuana en peso neto de 784.790. 

Realizadas las audiencias preliminares y surtidas las de etapa de juicio, el accionante fue condenado por el Juzgado 6o Penal del Circuito de Pereira a la pena de 112 meses de prisión, sin que adoptara decisión acerca del vehículo ya mencionado, pese a la solicitud de suspensión de poder dispositivo con fines de comiso, disponiéndose por esa Delegada a compulsar copia para el trámite de la acción de extinción del derecho de dominio, correspondiendo por reparto a la Fiscalía 29 Especializada de Pereira, bajo el radicado No.ED2015-003, donde se adelanta el trámite respectivo.

De acuerdo a lo consignado en oficio No.83 F29 DE EDD del 24 de mayo de 2018 enviado a esa Fiscalía por parte del doctor Jorge Enrique Leiton Alomania, Fiscal 29 de la Dirección Especializada de Extinción del de Derecho de Dominio de este municipio, el proceso de trámite de extinción relativo al vehículo de placa DBM-235 de Bogotá, se encuentra en etapa de fase inicial, pendiente por adoptar decisión de fondo.


Refirió nuevamente que en el preacuerdo firmado por la Fiscalía con el accionante el 7 de marzo de 2014, no se hizo consideración alguna frente al vehículo objeto de reclamación, por el contrario, se decretó la suspensión del poder dispositivo de dominio con fines de comiso.
Consideró que al actor se le han respetado sus derechos y garantías fundamentales, entre ellos el debido proceso, conoce del trámite de extinción de derecho de dominio sobre el vehículo que reclama, que viene siendo adelantado conforme a las previsiones legales por la Fiscalía 29 Especializada de esta ciudad, sin que al respecto pueda tomar decisiones de fondo sobre lo pedido (Fl. 56). 

3.2.  FISCALÍA 29 ESPECIALIZADA DE EXTINCIÓN DEL DERECHO DE DOMINIO DE PEREIRA

Informó que mediante la Resolución No.0350 del 5 de septiembre de 2017, la Dirección Especializada de Extinción del Derecho de Dominio, le fueron reasignado a ese Despacho más de 300 procesos que pertenecían a las Fiscalías Seccionales de Caldas, Quindío y Risaralda, los cuales se han venido trabajando desde enero de 2018, entre ellos el radicado No.2015-003 E.D en el cual se encuentra inmerso el rodante Chevrolet, línea Aveo, modelo 2009, de placa DBM-235 de propiedad del accionante, el cual se encuentra en la fase inicial, en la que se han dictado órdenes de trabajo a Policía Judicial con el fin de definir la situación jurídica del rodante, el cual fue destinado por su propietario y afectado, ahora accionante, quien ejerció actividades ilícitas como el tráfico, fabricación o porte de sustancias estupefacientes, incurriendo en la causal 5a del artículo 16 de la ley 1708 de 2014, modificada parcialmente la Ley 1849 de 2017, que versa sobre las causales de extinción de dominio.

Explicó que la acción de extinción de dominio es imprescriptible de acuerdo al párrafo 1o del artículo 21 de la Ley 1708 de 2017, modificada parcialmente por la ley 1849 de 2017. 

Indicó que el rodante en cuestión actualmente se encuentra a disposición de la Sociedad de Activos Especiales por órdenes de la Fiscalía 15 Seccional desde marzo 27 de 2014, la cual está encargada de la administración de los bienes en cuyos procesos se encuentran investigaciones por extinción de derecho de dominio y en este caso, en el Despacho reposa el expediente para tomar una decisión con respecto del mismo, de acuerdo a lo explicado inicialmente (Fls. 57 y 58).

4.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado.

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  Por ello, se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. 

4.3.   La procedencia excepcional de la tutela

4.3.1. La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela
: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.    Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.
4.3.2. En relación con el requisito de inmediatez, la Corte ha manifestado que -por regla general- la acción de tutela debe ser instaurada oportunamente y dentro de un plazo razonable.
 Lo anterior no equivale a imponer un término de caducidad, ya que ello transgrediría el artículo 86 de la Constitución Política, que establece que la tutela se puede instaurar en cualquier tiempo sin distinción alguna
. El análisis de este requisito no se suple con un cálculo cuantitativo del tiempo transcurrido entre la vulneración o amenaza de los derechos y la instauración de la acción de tutela, sino que supone un análisis del caso particular conforme a diferentes criterios, tales como la situación personal del peticionario, el momento en el que se produce la vulneración, la naturaleza de la vulneración, la actuación contra la que se dirige la tutela y los efectos de esta en los derechos de terceros.

4.3.3. En lo referido al requisito de subsidiariedad, la Corte ha establecido que la tutela es procedente cuando (i) no exista otro mecanismo de defensa judicial; (ii) existiendo, la intervención del juez constitucional sea necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable
, evento en el cual procederá de manera transitoria; o (iii) si los mecanismos de defensa judicial no resultan idóneos o eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados, caso en el cual procederá de manera definitiva.
 La idoneidad se refiere a la aptitud material del mecanismo judicial para producir el efecto protector de los derechos fundamentales, lo que ocurre cuando el medio de defensa se corresponde con el contenido del derecho, mientras que la eficacia hace alusión al hecho que el mecanismo esté diseñado de forma tal que brinde de manera oportuna e integral una protección al derecho amenazado o vulnerado.
 

4.3.4. Aunado a lo anterior y con el fin de evitar el abuso del mecanismo constitucional de amparo, el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 38 contempló la figura de la actuación temeraria, que se da cuando una persona por desconocimiento o por una aptitud caprichosa presenta ante distintos jueces, al tiempo o en momentos diferentes, acción constitucional en la cual se observa una identidad de partes, de pretensiones y de hechos: “Actuación temeraria. Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes (…)”. Al respecto,  la Corte Constitucional se pronunció de la siguiente manera:
“La temeridad es entendida como un fenómeno jurídico que tiene lugar cuando “sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela es presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales”. Su configuración se traduce en el rechazo y en la resolución desfavorable de todas las solicitudes, sin perjuicio de las sanciones que establece la ley.

Esta corporación se ha pronunciado, reiteradamente, sobre las actuaciones temerarias en ejercicio de la acción de tutela y al respecto ha señalado los supuestos que deben verificarse para su tipificación.

Al efecto, tienen que concurrir tres elementos: (i) una identidad en el objeto, es decir, que “las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental”[1]; (ii) una identidad de causa petendi, que hace referencia a “que el ejercicio de las acciones se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa”[2]; y, (iii) una identidad de partes, o sea que las acciones de tutela se hayan dirigido contra el mismo demandado y, de igual manera, se hayan interpuesto por el mismo demandante, ya sea en su condición de persona natural o persona jurídica, de manera directa o por medio de apoderado. 

En caso de que el juez, en el análisis de la existencia de la temeridad, observe la concurrencia de los tres elementos señalados, tendrá la obligación de descartar, además, que dentro de la segunda acción de tutela no concurra una razón válida que justifique su interposición para que sea posible el rechazo de ésta, o la denegación de la solicitud que ella contenga.”

4.4. De acuerdo a lo anterior  y con el fin de establecer si existe o no temeridad en el presente asunto, se hará una comparación entre la acción de tutela interpuesta por parte del señor José Fardyn Mena Valencia, fallada por esta Colegiatura el 17 de febrero de 2017 con ponencia del Magistrado Manuel Yarzagaray Bandera y la que en esta oportunidad fue puesta en conocimiento de la Sala por el señor Mena Valencia, los trámites se identifican de la siguiente manera: 

1. Acción de tutela radicada bajo el No.66001-22-04-000-2017-00027
 en la cual se declaró improcedente la solicitud de amparo constitucional reclamada por el señor José Fardyn Mina Valencia en contra de la Fiscalía 15 Seccional de Pereira, y a  la que se había vinculado al abogado James Ariel Velásquez  Cárdenas, a los Juzgados 6º Penal del Circuito y 2º Penal Municipal con Funciones de Control d Garantías y al banco Davivienda, todos de Pereira.  En dicho trámite, el actor pretendía que el juez de amparo ordenara a la Fiscalía 15 Seccional de Pereira que hiciera la devolución del vehículo que fue incautado al momento de su aprehensión por agentes de la Policía Nacional el 20 de enero de 204 en el que llevaba sustancia estupefaciente.  Al respecto, la Sala consideró que como la Fiscalía 2ª Especializada de esta ciudad estaba llevando a cabo el proceso de extinción del derecho de dominio sobre su vehículo, sería en ese trámite donde se debería decidir la petición del actor. Además, se concluyó que el señor Mina Valencia debía asumir la obligación crediticia con Davivienda, independientemente si se le hacía entrega o no del automotor. 
2. Acción de tutela radicada bajo el No.6001-22-04-003-2019-00094-00, que ahora se estudia, donde es accionante el señor José Fardyn Mina Valencia  en contra de las Fiscalías 15 Seccional y 29 Especializada, ambas de Pereira, a la cual se vinculó al Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, en esta ocasión el actor solicita que se ampare su derecho fundamental al debido proceso y se ordene a las accionadas que le hagan entrega definitiva del vehículo de placa DBM-235, toda vez que en la sentencia proferida por el Juzgado 6º Penal del Circuito a partir del preacuerdo celebrado con la FGN, nada se dijo del automotor pese a que se digo de que el mismo estaba pignorado al banco Davivienda. 
4.5. Así las cosas, la Sala podría inferir que en principio se está frente a un hecho nuevo como lo es que la Fiscalía 29 Especializada de Pereira es la que ahora tramita lo correspondiente a la extinción del derecho de dominio sobre el vehículo de placa DBM-235, proceso que se encuentra en la fase inicial y del que se espera definir la situación jurídica; sin embargo, el cambio de asignación del proceso a otra Fiscalía no da pie para considerar procedente la situación planteada por el accionante, si se tiene en cuenta que aún está pendiente de que se surtan toda las etapas para que el Delegado de la Fiscalía 29 Especializada de Pereira profiera una decisión de fondo sobre dicho bien. Lo que hace improcedente el amparo por estar en curso un trámite ordinario. 

4.6. En ese sentido, debe decirse que al existir un proceso en curso al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse, tal como se expresó la Sala de Decisión de tutelas
 de la  Corte Suprema de Justicia en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de XXX se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” 

4.7.  Así mismo, la Sala de Casación Penal dentro de la acción de tutela bajo el radicado No. 79314 de mayo 6 de 2015 reiteró que  el juez ante el cual se solicita el amparo no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso.  Al respecto, señaló: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

(…)   En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.  (…) 
 Asumir una postura como la pretendida por la parte actora, implicaría desconocer y pretermitir las decisiones que en ejercicio de sus funciones emiten las autoridades competentes en el trámite de los procesos adelantados conforme la normativa aplicable en cada caso; y abordar, en abierta contraposición a la finalidad y alcance de la tutela, el estudio de la naturaleza de las supuestas irregularidades acaecidas en una actuación todavía en curso.” (Subrayas nuestras)

Conforme a lo anterior, en este asunto específico la acción de tutela resulta ser manifiestamente improcedente por cuanto no constituye un mecanismo adicional ni alternativo a los consagrados en la legislación ordinaria; por el contrario, se trata de un instrumento residual, preferente y sumario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales ante su vulneración o una amenaza inminente y que para el caso particular, no puede ser concebida como un procedimiento paralelo del medio judicial ordinario penal previsto en la ley.  

4.8.  En conclusión, lo pretendido en el asunto que ahora concita a la Sala por el señor José Fardyn Mina Valencia es exactamente igual tanto en los hechos narrados, como en las partes y en las pretensiones expuestas en un asunto anterior, por ello es evidente el uso indebido y desmesurado por parte del actor de la figura constitucional, pues el tema que aquí plantea ya lo había puesto en conocimiento del juez de tutela, sin que ahora haya presentado ningún hecho diferente  que haga viable realizar un nuevo análisis al respecto. En tal virtud, esta Colegiatura encuentra que no hay necesidad de un pronunciamiento de fondo ante la existencia de la figura de la temeridad, situación que conlleva, a que tal como lo consagra el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, se niegue el amparo deprecado por ser improcedente.
Los precedentes razonamientos llevan a esta Sala a concluir que el amparo constitucional demandado es improcedente.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela incoada por el señor José Fardyn Mina Valencia por la simultaneidad en la interposición de amparos y por no cumplir con el requisito de subsidiariedad de la misma.
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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